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RODRÍGUEZ COLÓN, 

compuesta por CARMEN 
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V.  
 

GRACILIANO RODRÍGUEZ 
COLÓN, por sí y en repr. de la 

SLG compuesta por este y 
DOÑA SARA MERCEDES 

RIVERA ROCA, esta tambien 
por sí, JORGE EFRAÍN 

MORALES AVILÉS y ANA 
ROSA RODRÍGUEZ RIVERA, 

ambos por sí y en repr. de la 
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RODRÍGUEZ RIVERA; JOHN 
DOE ambos por sí y en repr. de 

la SLG compuesta por ambos; 
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RIVERA; JANE DOE ambos por 
sí y en repr. de la SLG 
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APELACIÓN 
procedente del 
Tribunal de 

Primera 
Instancia, Sala 
Superior de 

Bayamón 
 

Civil. Núm.  
BY2022CV02381 
 

Sobre: 
Reivindicación 
 

Panel integrado por su presidente, el Juez Hernández Sánchez, la 
Jueza Santiago Calderón y la Jueza Álvarez Esnard. 

 
Hernández Sánchez, Juez Ponente  
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 6 de agosto de 2024. 

El 11 de junio de 2024, el Sr. Graciliano Rodríguez Colón 

(señor Rodríguez), por sí y en representación de la Sociedad Legal de 

Gananciales compuesta por este y su esposa, la Sra. Sara Mercedes 

Rivera Roca (señora Rivera), el Sr. Jorge Efraín Morales Avilés, su 

esposa, la Sra. Ana Rosa Rivera Rodríguez y la Sociedad Legal de 

Gananciales compuesta por ambos, la Sra. Mayra Enid Rodríguez 
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Rivera, su esposo, John Doe y la Sociedad Legal de Gananciales 

compuesta por ambos, y el Sr. José Manuel Rodríguez Rivera, su 

esposa, Jane Doe y la Sociedad Legal de Gananciales compuesta por 

ambos (en conjunto, los apelantes) presentaron un Alegato de los 

Apelantes y solicitaron la revisión de una Sentencia que se dictó el 

21 de mayo de 2024 y se notificó el 23 de mayo de 2024 por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de Bayamón (TPI). 

Mediante el aludido dictamen, el TPI declaró Ha Lugar la solicitud 

de Sentencia Sumaria que presentó la sucesión del Sr. José Segundo 

Rodríguez Colón y la sucesión del Sr. Heriberto Rodríguez Rivera (en 

conjunto, los apelados). Además, declaró No Ha Lugar la solicitud 

de Sentencia Sumaria Parcial que presentó el señor Rodríguez y la 

señora Rivera. En consecuencia, desestimó la totalidad del caso con 

perjuicio e impuso costas y gastos y $25,000.00 por concepto de 

honorarios de abogado.  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

revocamos el dictamen recurrido.  

I. 

  El 10 de abril de 2022, los apelados presentaron una 

Demanda sobre reivindicación en contra de los apelantes.1 En esta, 

alegaron que el presente caso tenía su origen en una Demanda que 

presentaron los apelantes el 3 de marzo de 2010, sobre deslinde y 

daños y perjuicios en su contra en el Caso Civil Núm. DAC2010-

0656. Adujeron que en el referido caso los apelantes solicitaron, 

entre otras cosas, el deslinde de varias fincas de su propiedad, ya 

que presuntamente los apelados se encontraban en posesión de una 

parte de sus terrenos. Indicaron que luego de un extenso trámite 

procesal, las partes llegaron a un acuerdo mediante el cual 

estipularon los linderos y a estos efectos, el 27 de octubre de 2015, 

 
1 Véase, págs. 481-494 del apéndice del recurso.  
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el TPI dictó una Sentencia por Estipulación. Sostuvieron que, en esta, 

el TPI autorizó el acuerdo de los linderos de las propiedades en 

controversia y desestimó sin perjuicio la causa de acción de daños 

y perjuicios.   

 Por otra parte, expresaron que, en el año 2016, los apelantes 

acudieron ante el TPI mediante una solicitud para que se le ordenara 

al señor Rodríguez a desistir de estorbar la construcción de una 

verja sobre los puntos de colindancia establecidos en la Sentencia 

de Estipulación. Indicaron que, tras varios incidentes procesales, el 

10 de noviembre de 2021, el TPI dictó una Resolución mediante la 

cual resolvió que los apelantes debían remover la verja existente ya 

que estaba ubicada en la propiedad de la parte apelada. 

Señalaron que, inconforme con este dictamen, el señor 

Rodríguez presentó una apelación Civil Núm. KLAN202101034 ante 

el Tribunal de Apelaciones (TA), y un panel hermano dictó Sentencia 

el 22 de marzo de 2022. Plantearon que, en esa Sentencia, el TA 

revocó al TPI y resolvió que no procedía ordenar la remoción de la 

verja ya existente para construir una nueva conforme a los linderos 

que se establecieron en la Sentencia por Estipulación. Afirmaron que, 

el TA fundamentó su decisión en lo siguiente: “[e]l único propósito 

de la Sentencia por Estipulación que surgió de la acción de deslinde 

fue delimitar los predios del terreno, mas no declarar derecho de 

propiedad alguno”. 

 Por otra parte, puntualizaron que, a raíz de lo antes expuesto, 

presentaron la presente Demanda de reivindicación. Alegaron que 

los apelantes poseían de manera temeraria una parte del terreno de 

su propiedad, por lo que le solicitaron al TPI que le ordenara a estos 

últimos remover la verja existente y que se les permitiera a los 

apelados construir una verja conforme a los linderos ya definidos 

según la mensura existente que fue estipulada por las partes.  



 
 

 
KLAN202400577 

 

4 

 Tras varios trámites procesales, el 24 de junio de 2022, los 

apelantes presentaron una Moción de Sentencia Sumaria.2 En primer 

lugar, enumeraron treinta y seis (36) hechos que, a su juicio, no 

estaban en controversia. Luego argumentaron que, conforme a estos 

hechos, la prueba documental presentada y el derecho aplicable, no 

había duda de que usucapieron las franjas de terreno que los 

apelados pretendían reivindicar. Particularmente, plantearon que, 

en el año 1978, el Sr. José Segundo Rodríguez Colón (señor 

Segundo) construyó una verja que dividía la finca #7373 de Corozal 

por el lado norte y la finca #7374 de Corozal por el lado sur y que 

ambas estaban inscritas en el Registro de la Propiedad de 

Barranquitas. Sin embargo, alegaron que, al momento de la 

presentación de la Demanda sobre reivindicación, el señor 

Rodríguez y su esposa, la Sra. Sara Mercedes Rivera Roca (señora 

Rivera) habían poseído la finca #7373 y la franja de terreno entre 

esta finca y la finca #7374 de Corozal por más de cuarenta (40) años. 

 Por otro lado, plantearon que, en el año 1998, el señor 

Rodriguez construyó una verja de alambre en el eslabón entre la 

finca #13638 de Corozal y la finca #13639 de Corozal que le 

pertenecía a su hermano, el Sr. José Antonio Rodríguez Colón. 

Afirmaron que, en el contexto antes expuesto, se poseyó la finca 

#13638 y la franja de terreno entre la finca antes mencionada y la 

#13639 por nueve (9) años. Esbozaron que posteriormente, en el año 

2007, el señor Rodríguez segregó las fincas y les vendió los solares 

y el remanente a sus hijos, a saber, el Sr. Jorge Efraín Morales Avilés 

(señor Morales), la Sra. Ana Rosa Rodríguez Rivera (señora 

Rodriguez), la Sra. Mayra Enid Rodríguez Rivera (señora Rodríguez 

Rivera) y al Sr. José Manuel Rodríguez Rivera (señor Rodriguez 

Rivera). Adujeron que estos últimos poseyeron sus solares 

 
2 Íd., págs. 293-320.  
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segregados de las fincas antes expuestas por más de catorce (14) 

años. Razonaron que al sumar los nueve (9) años antes 

mencionados con los catorce (14) años, han poseído las franjas 

antes expuestas por más de veintitrés (23) años.  

  En vista de lo antes expuesto, expresaron que, según el Art. 

788 del Código Civil del 2020, 31 LPRA sec. 8032, la usucapión 

extraordinaria tenía un término prescriptivo de veinte (20) años. Así 

pues, solicitaron que se declarara al señor Rodriguez y a su esposa, 

la señora Rivera titulares de la franja de terreno entre las fincas 

#7373 y #7374 de Corozal y al Sr. Jorge Efraín Morales Avilés, la 

Sra. Ana Rosa Rodríguez Rivera, la Sra. Mayra Enid Rodríguez 

Rivera y al Sr. José Manuel Rodríguez Rivera, como los titulares de 

la franja de terreno entre las fincas #13638 y #13639 de Corozal. 

 En respuesta, el 23 de agosto de 2022, los apelados 

presentaron una Oposición a Moción de Sentencia Sumaria.3 En 

esencia, desglosaron los hechos que consideraban que estaban en 

controversia y argumentaron que los apelantes no presentaron 

prueba admisible para probar que en efecto se cumplieron con los 

requisitos para que operara la figura de usucapión en la franja de 

terreno entre la finca #7373 y la #7374 y de la franja de terreno entre 

las fincas #13638 y #13639 de Corozal. Ante ello, solicitaron que se 

declarara No Ha Lugar la Solicitud de Sentencia Sumaria. 

 Evaluados los escritos de ambas partes, el 16 de noviembre 

de 2022 el TPI dictó una Resolución que se notificó el 17 de 

noviembre de 2022.4 En primer lugar, realizó treinta y cinco (35) 

determinaciones de hechos e indicó que no procedía dictar 

Sentencia Sumaria por la existencia de los siguientes hechos en 

controversia:  

1. Si los demandados ocupan el terreno indebidamente.  

 
3 Íd., págs. 267-275.  
4 Íd., págs. 250-266.  
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2. Si deben derribar la verja construida en el año 1998.  

En consecuencia, declaró No Ha Lugar la Moción de Sentencia 

Sumaria que presentaron los apelantes y concluyó que no había 

transcurrido el término prescriptivo para alegar usucapión. Ante 

ello, determinó que el pleito continuaría con su trámite ordinario. 

En desacuerdo con esta determinación, los apelantes 

acudieron en alzada mediante un recurso de certiorari en el caso 

núm. KLAN2022010415 impugnando la determinación del TPI de 

declarar No Ha Lugar la Sentencia Sumaria que estos presentaron. 

El 28 de marzo de 2023, un panel hermano dictó una Resolución 

denegando el recurso de certiorari.6  

Luego de varios trámites procesales que no son pertinentes 

discutir, el 17 de octubre de 2023 los apelados presentaron una 

Moción Solicitando Sentencia Sumaria.7 En esta, formularon una 

serie de hechos que, a su juicio, no estaban en controversia y a base 

de estos y el derecho aplicable argumentaron que la parte apelante 

ocupaba ilegalmente 274.4612 metros cuadrados de terreno que les 

pertenecía a ellos. Ante ello, concluyeron que procedía que los 

apelantes se abstuvieran de prohibirle a estos a construir una verja 

conforme a los linderos que se estipularon mediante la Sentencia de 

Estipulación que el TPI dicto el 27 de octubre de 2015. En vista de 

lo antes expuesto, solicitaron que se dictara Sentencia Sumaria ante 

la causa de acción de reivindicación.  

Así las cosas, el 12 de abril de 2024, los apelantes presentaron 

una Oposición a Moción de Sentencia Sumaria […].8 En esencia, 

expusieron los hechos que, a su juicio, estaban en controversia y los 

que no. Luego discutieron los mismos argumentos que presentaron 

en su Solicitud de Sentencia Sumaria del 24 de junio de 2022.  

 
5 Este recurso se acogió como un certiorari por no existir una sentencia final de la 

cual se pudiese apelar.  
6 Íd., págs. 236-248.  
7 Íd., págs. 105-125.  
8 Íd., págs. 18-61.  
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Evaluadas las posturas de ambas partes, el 20 de mayo de 

2024, el TPI emitió una Sentencia que se notificó el 23 de mayo de 

2024.9 En primer lugar, realizó las siguientes determinaciones de 

hechos:  

1. El codemandado, José Manuel Rodríguez Rivera, es hijo 

de Graciliano Rodríguez Colón y Sara Mercedes Rivera 

Roca, y, junto con sus hermanas, Ana Rosa Rodríguez 

Rivera y Mayra Enid Rodríguez Rivera, se crió en la casa 

que construyeron sus padres en el Barrio Padilla de 

Corozal.  

 

2. El 26 de agosto de 1978, por medio de la Escritura 

#155, otorgada en Bayamón, Puerto Rico, el 26 de 

agosto de 1978, ante el Notario Rafael A. Pesquera, los 

esposos, Graciliano Rodríguez Colón y Sara Mercedes 

Rivera Roca, compraron la Parcela Núm. 2, a Josefa 

Colón Rivera.  

 

3. El 26 de agosto de 1978, por medio de la Escritura 

#156, otorgada en Bayamón, Puerto Rico, ante el 

Notario Rafael A. Pesquera, los esposos, José Segundo 

Rodríguez Colón y María Felícita Rivera Rivera, 

compraron la Parcela Núm. 3, a Josefa Colón Rivera.  

 

4.  La Parcela #3 surgió por medio de la segregación 

aprobada por A.R.P.E., Oficina Regional de Bayamón, 

según consta del caso #78- 40-D-297 BPL del 10 de 

agosto de 1978, fue inscrita en el Registro de la 

Propiedad de Barranquitas como la finca # 7374 de 

Corozal, a tenor con la Escritura #156 del Notario Rafael 

A. Pesquera, a favor de los esposos, José Segundo 

Rodríguez Colón y María Felícita Rivera Rivera: 

 ----Rústica: Parcela de terreno número tres (3) radicado 

en el Barrio Padilla del término municipal de Corozal, 
Puerto Rico, con una cabida superficial de MIL METROS 
(1,000.00 MC), EN LINDES por el Norte, treinta y dos 

punto cuarenta y cinco (32.45), con la finca principal, 
por el Sur, en treinta y dos punto cero tres (32.03) 
metros con la parcela número dos (2), por el Este, en 

treinta dos punto ochenta metros (32.80 metros), con la 
finca principal y por el Oeste, en varias alineaciones que 

suman treinta y uno punto ochenta y cuatro (31.84) 
metros con parcela dedicada a común práctico.---------- 
  

----Inscrita al Folio 46 del Tomo 135 de Corozal, Puerto 
Rico, Registro de la Propiedad de Barranquitas, finca 

número 7374, inscripción 1ra.------------------------------ 
 
----Tracto Registral: Se segrega de la finca principal 

#5548, inscrita al folio 295 del tomo 108 de Corozal, 

 
9 Íd., págs. 3-16.  
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Registro de la Propiedad de Barranquitas, en virtud de 
la escritura #156, otorgada en Corozal, Puerto Rico, el 

26 de agosto de 1978, ante el Notario Rafael A. 
Pesquera, presentada al asiento 97 del diario 89, 

inscrita el 15 de noviembre de 1978. ---------------------- 
 

5. La Finca #7373 de Corozal de los codemandados, 

Graciliano Rodríguez Colón y Sara Mercedes Rivera 

Roca, colinda con la Finca #7374 de Corozal 

perteneciente a José Segundo Rodríguez Colón y su 

esposa, María Felicita Rivera Rivera, por el Norte en 

32.03 metros.  

 

6. En la colindancia de las dos fincas, José Segundo 

Rodríguez Colón, puso una verja de eslabón para dividir 

los dos predios de terreno cuando compró el terreno en 

el 1978.  

 

7. José Segundo Rodríguez Rivera falleció y, en virtud del 

documento judicial expedido en Toa Baja, por el 

Tribunal de Primera Instancia de Toa Baja, con número 

de juicio 000000CD03-1487, el 1 de julio de 2003, se 

inscribió al Folio 148 del Tomo 291 del término 

municipal de Corozal, Registro de la Propiedad de 

Barranquitas, Finca #7374, inscripción 2da., una 

participación indefinida, con carácter privativo, a favor 

de: (1) Heriberto Rodríguez Rivera, mayor de edad, 

casado con Norma Otero Maldonado, vecino de Corozal; 

(2) Carmen María Rodríguez Rivera, mayor de edad, 

casada con Félix Fuentes Villanueva, vecina de 

Bayamón; (3) José Luis Rodríguez Rivera, mayor de 

edad, casado con Ana Ivette Vázquez Berríos, vecino de 

Corozal y, (4) Orlando Rodríguez Rivera, mayor de edad, 

casado con Sandra Maldonado Cintrón, vecino de 

Dorado.  

 

8. María Felícita Rivera Rivera falleció y en virtud del 

documento judicial expedido en Toa Alta, por el 

Tribunal de Primera Instancia de Toa Alta, con número 

de juicio 00000000CD- 833, el 7 de mayo de 2007, se 

inscribió al Folio 148 del Tomo 291 del término 

municipal de Corozal, Registro de la Propiedad de 

Barranquitas, Finca #7374, inscripción 3ra., una 

participación indefinida, con carácter privativo, a favor 

de: (1) Heriberto Rodríguez Rivera, mayor de edad, 

casado con Norma Otero Maldonado, vecino de Corozal; 

(2) Carmen María Rodríguez Rivera, mayor de edad, 

casada con Félix Fuentes Villanueva, vecina de 

Bayamón; (3) José Luis Rodríguez Rivera, mayor de 

edad, casado con Ana Ivette Vázquez Berríos, vecino de 

Corozal y, (4) Orlando Rodríguez Rivera, mayor de edad, 

casado con Sandra Maldonado Cintrón, vecino de 

Dorado.  
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9. Josefa Colón Rivera era la mamá de Graciliano 

Rodríguez Colón y de José Segundo Rodríguez Colón.  

 

10. Por medio de la Escritura Núm. 8 de Descripción de 

Remanente Actual, Rectificación de Cabida, 

Segregación, Dedicación a Uso Público, Compraventa, 

Inventario, Avalúo y Liquidación de Comunidad 

Hereditaria, otorgada en Corozal, Puerto Rico, el 23 de 

mayo de 1998, ante el Notario Víctor Pizarro Figueroa, 

los herederos de Josefa Colón Rivera acordaron la 

segregación de la finca que perteneció a su fenecida 

madre, Josefa Colón Rivera.  

 

11. Según la segregación llevada a cabo, aprobada por la 

Administración de Reglamentos y Permisos, Oficina 

Regional de Bayamón, en el caso número: 94-40-A 799-

CDP, mediante resolución de fecha 14 de marzo de 

1997, aprobando el Plano de Inscripción Condicionado 

para Lotificación de una Finca radicada en el Barrio 

Padilla del término municipal de Corozal, Puerto Rico, 

autorizando las segregaciones de los solares 

identificados con las letras “A”, “B”, “C”, “D”, “E”, “G”, 

“H”, “I”, “J”, “K”, “L”, “M”, “N” y “Q”.  

 

12. A Graciliano Rodríguez Colón, se le adjudicó el solar 

identificado con la letra “J”, que luego fue inscrito a su 

nombre al Folio 176 del Tomo 264 de Corozal, Registro 

de la Propiedad de Barranquitas, Finca número 13,638.  

 

13. El solar identificado con la letra “K”, le fue adjudicó a 

José Antonio Rodríguez Colón y, luego fue inscrito a su 

nombre, en carácter privativo, al Folio 183 del Tomo 264 

de Corozal, Registro de la Propiedad de Barranquitas, 

Finca Número 13,639.  

 

14. En el año 1998, Graciliano Rodríguez Colón, construyó 

la verja de alambre de eslabón entre su predio de 

terreno, a decir, el Solar “J”, en el Plano de Inscripción 

Aprobado, Finca #13638 de Corozal, y el Solar “K”, 

adjudicado a su hermano, José Antonio Rodríguez 

Colón, en el Plano de Inscripción Aprobado, Finca 

#13639 de Corozal, siguiendo las demarcaciones y 

linderos establecidos por el Ingeniero/Agrimensor Luis 

Anzalota Hernández, en el Plano de Inscripción 

Aprobado.  

 

15. José Antonio Rodríguez Colón, no se opuso a la 

construcción de la verja de eslabón entre las Fincas 

#13638 y #13639 de Corozal, que hizo Graciliano 

Rodríguez Colón, en el año 1998.  

 

16. Por medio de la Escritura de Donación #49, otorgada en 

Corozal, Puerto Rico, el 31 de julio de 2000, ante el 
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Notario Roberto Vázquez Rodríguez, José Antonio 

Rodríguez Colón, mayor de edad, casado con María 

Antonia García Díaz, propietario y vecino de Corozal, 

dueño en carácter privativo del inmueble, donó la Finca 

#13639, inscrita en el Folio 183 del Tomo 264 de 

Corozal, Registro de la Propiedad de Barranquitas, 

inscripción 1ra, a su hermano, José Segundo Rodríguez 

Colón, en carácter privativo.  

 

17. A raíz del fallecimiento de José Segundo Rodríguez 

Rivera, en el año 2003 y, en virtud del documento 

judicial expedido en Toa Baja, por el Tribunal de 

Primera Instancia de Toa Baja, con número de juicio 

000000CD03-1487, el 1 de julio de 2003, se inscribió al 

Folio 148 del Tomo 291 del término municipal de 

Corozal, Registro de la Propiedad de Barranquitas, 

Finca #13639, inscripción 3ra., una participación 

indefinida, con carácter privativo, a favor de: (1) 

Heriberto Rodríguez Rivera, mayor de edad, casado con 

Norma Otero Maldonado, vecino de Corozal; (2) Carmen 

María Rodríguez Rivera, mayor de edad, casada con 

Félix Fuentes Villanueva, vecina de Bayamón; (3) José 

Luis Rodríguez Rivera, mayor de edad, casado con Ana 

Ivette Vázquez Berríos, vecino de Corozal y, (4) Orlando 

Rodríguez Rivera, mayor de edad, casado con Sandra 

Maldonado Cintrón, vecino de Dorado y, María Felicita 

Rivera Rivera, en cuanto a la cuota de usufructo viudal. 

 

18. El diecinueve (19) de enero de dos mil seis (2006), la 

Administración de Reglamentos y Permisos aprobó la 

segregación de la Finca #13638, bajo el número de 

Radicación: 05IU2-CET00-11767; Número de Catastro: 

40-139-000-009-16-000, a favor de Graciliano 

Rodríguez Colón.  

 

19. El codemandado, Graciliano Rodríguez Colón, segregó a 

la Finca #13638 en tres (3) solares, y los vendió sus 

hijos, Ana Rosa Rodríguez Rivera y a su esposo, Jorge 

Efraín Morales Avilés, a Mayra Enid Rodríguez Rivera, 

soltera y a José Manuel Rodríguez Rivera, soltero, los 

siguientes solares:  

 
Solar #2: Presentado al Asiento 541 del Diario 

541, Escritura Núm. 6, sobre segregación y 

compraventa, otorgada en San Juan, Puerto Rico, 

ante el Notario José Antonio Ríos Rosa, el 18 de 

agosto de 2007, para que se inscriba a favor de 

Jorge Efraín Morales Avilés y Ana Rosa Rodríguez 

Rivera, mayores de edad, casados entre sí, un 

solar con cabida de 2,917.5585 metros 

cuadrados a su favor, segregado de la Finca 

#13638 del término municipal de Corozal.  
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Solar #1: Presentado al Asiento del Diario 542, 

Escritura Núm. 9, sobre segregación y 

compraventa, otorgada en San Juan, Puerto Rico, 

ante el Notario José Antonio Ríos Rosa, el 13 de 

octubre de 2007, para que se inscriba a favor de 

José Manuel Rodríguez Rivera, mayor de edad, 

soltero, un solar con cabida de 1,917.5586 

metros cuadrados a su favor, segregado de la 

Finca #13638 del término municipal de Corozal.  

 

Remanente: Presentado al Asiento 651 del Diario 

542, Escritura Núm. 10, sobre segregación y 

compraventa, otorgada en San Juan, Puerto Rico, 

ante el Notario José Antonio Ríos Rosa, el 13 de 

octubre de 2007, para que se inscriba a favor de 

Mayra Enid Rodríguez Rivera, mayor de edad, 

soltera, un solar con cabida de 2,917.5586 

metros cuadrados a su favor, segregado de la 

finca #13638 del término municipal de Corozal.  

 

20. El 26 de agosto de 2008, se otorgó en San Juan, Puerto 

Rico, la Escritura Núm. 72, sobre Compraventa, ante el 

Notario Rafael Bosque Pérez, mediante la cual los 

herederos, José Luis Rodríguez Rivera, casado con Ana 

Ivette Vázquez Berríos; Orlando Rodríguez Rivera, 

casado con Sandra Maldonado Cintrón y; Carmen 

María Rodríguez BY2022CV02381 23/05/2024 

09:29:56 a.m. Página 6 de 14 Rivera, casada con Félix 

Fuentes Villanueva, mayores de edad, propietarios y 

vecinos de Corozal, Puerto Rico venden en común pro 

indiviso a Heriberto Rodríguez Rivera y Norma Otero 

Maldonado, casados entre sí, mayores de edad, 

propietarios y vecinos de Corozal, Puerto Rico, el 75% 

de la Finca #7374.  

 

21. El 10 de marzo de 2010, los demandantes presentaron 

demanda de deslinde y daños y perjuicios en el Tribunal 

de Primera Instancia, bajo el caso número: DAC2010-

0656 (402) para las fincas número 13,639, 13,638, 

7374 y 7373. 

 

22.  El 17 de noviembre de 2011, los demandantes 

presentaron “Demanda Enmendada”, en el caso 

número: D AC2010-0656 (402), para traer al pleito a los 

codemandados, Jorge Efraín Morales y Ana Rosa 

Rodríguez Rivera, ambos por sí y en representación de 

la Sociedad Legal de Gananciales compuesta por 

ambos; a Mayra Enid Rodríguez Rivera, John Doe, por 

sí y en representación de la Sociedad Legal de Ganancial 

compuesta por ambos y a José Manuel Rodríguez 

Rivera, Jane Doe, por sí y en representación de la 

Sociedad Legal de Bienes Gananciales compuesta por 

ambos.  
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23. El 29 de diciembre de 2011, los demandados 

presentaron la “Contestación a Demanda Enmendada”.  

 

24. El 11 de febrero de 2014, los demandantes presentaron 

una “Moción Solicitando Sustitución de Parte”, en la 

cual informaron que el codemandante, Heriberto 

Rodríguez Rivera, había fallecido el 19 de enero de 2014 

y, solicitaban que fuera sustituido por sus tres hijas, 

Amarilis Rodríguez Otero, Idalina Rodríguez Otero e 

Idalmis Rodríguez Otero.  

 

25. El 17 de octubre de 2015, notificada y archivada en 

autos, el 10 de noviembre de 2015, el Tribunal de 

Primera Instancia de Bayamón notificó Sentencia por 

Estipulación. 

 

26.  En la estipulación se dispuso lo siguiente:  

 

“…En el caso de autos los peritos de las partes, Ing. José 

Ortiz e Ing. Carmelo Ortiz, habían llevado a cabo las 

medidas de campo y ambos acordaron que la 

colindancia entre la finca 13638, el solar “J” en el plano 

aprobado y la finca 13639, el Solar “K” en el plano 

aprobado había una desviación y que los nuevos puntos 

eran 165 y 166. El Ing. José Ortiz midió la colindancia 

entre las fincas #7373 -Parcela 2 y #7374-Parcela 3 y 

encontró una desviación y que los nuevos puntos eran 

54 y 165. El Ing. Ortiz perito de la parte demandada, 

estuvo de acuerdo con la medida.  

 

Con relación al deslinde para las fincas #7373, #7374, 

#13638 y #13639, las partes han estipulado la 

demarcación y/o linderos conforme se ilustra en el 

plano preparado por el ingeniero José Ortiz y aprobado 

por el Ing. Carmelo Ortiz. Los puntos y/o linderos 

estipulados por las partes son los identificados con los 

números 54, 165 y 166 del plano que se aneja.”  

27. El 1 de agosto de 2016, los demandantes presentaron 
una “Solicitud de Orden y Vista para Mostrar Causa por 

Desacato”, en la cual alegaron:  
 
Que a pesar de que las partes lograron dichos acuerdos 

y se dictó Sentencia de conformidad con los mismos, el 
demandado colindante, Graciliano Rodríguez Colón, se 

niega a que nuestra representada comience a construir 
la verja dentro del terreno perteneciente a nuestra 
cliente conforme la aludida Sentencia por Estipulación 

y Plano que forma parte de la Sentencia, como anejo de 
los acuerdos de las partes.  

 
El colindante y parte demandada, Graciliano Rodríguez 
Colón, se niega a que nuestra representada construya 

la verja propuesta y además de reconocerle a la 
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Sucesión codemandante en el resto del predio, la cual 
también forma parte de la Estipulación en la 

demarcación de los puntos sobre la finca colindante a 
permitir que los codemandantes miembros de la 

Sucesión José Segundo Rodríguez Colón y sus 
respectivos herederos hagan acto de dominio sobre los 
puntos y demarcación estipuladas por las partes y sus 

respectivos peritos, negándose a cumplir con la 
Sentencia que acogió el acuerdo sobre colindancias y 
constitución de verjas, según el plano que se hizo 

formar parte de la Sentencia dictada a base de lo 
estipulado.  

 
Dicho plano, que es parte de la Sentencia, demarca los 
respectivos predios, sus colindancias y el codemandado 

recientemente se negó a cumplir con la Sentencia, al no 
permitir a la codemandante, Norma Otero Maldonado, 

a construir una verja sobre los puntos de colindancias 
acordados, privándole a nuestra representada del 
derecho de ejercer dominio sobre su propiedad y a la vez 

desacatando los acuerdos acogidos en la Sentencia que 
es final, firme e inapelable.  
 

28. El 10 de agosto de 2016, los demandados presentaron 
su “Oposición a Solicitud de Orden y Vista para 

Mostrar Causa por Desacato”.  
 

29. El 24 de octubre de 2016, los demandantes 

presentaron una “Réplica a Moción Oposición a 
Solicitud de Orden y Vista para Mostrar Causa por 
Desacato”.  

 
30. El 17 de agosto de 2017, el TPI llevó a cabo una vista 

de seguimiento y, luego de concluida la vista el 
Tribunal dictó orden, a decir: “Se concede a las partes 
un término de 20 días para reunirse e informar por 

escrito si han logrado llegar a un acuerdo. De no llegar 
a un acuerdo deberán contratar un perito y el costo 

será compartido por ambas partes, en caso de que el 
perito llegue a determinar que alguna de las partes está 
en incumplimiento con la sentencia dictada dicha 

parte deberá costear el pago del perito”.  
 

31. El perito contratado por ambas partes, agrimensor 

Abiud Reyes Rivera, licencia número 7201, rindió 
informe el 19 de marzo de 2020 donde concluyó lo 

siguiente;  
 

“Basado en la información suministrada, los 

trabajos y los hallazgos somos de opinión que la 
verja construida por la parte demandada está en 

terrenos de la parte demandante como se reclama 
y que la parte demandada ocupa un área de 
274.4612 metros cuadrados, que no le 

pertenecen.”  
32. La descripción de los 274.4612 metros cuadrados 

conforme a los Anejos 6 y 11 del Informe Pericial del 

agrimensor Abiud Reyes Rivera, es la siguiente:  
 

“Partiendo del Punto uno (1) ubicado en el vértice 
Sureste de la parcela K, que es un Tubo que hace 
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esquina con el Solar 2, Propiedad de José Efraín 
Morales Avilés y Ana Rosa Rodríguez Rivera, Con 

Coordenadas NAD 83, N: 252,974.369 y E: 
210,219.907 en una dirección Noroeste de 41 

grados, 02 minutos, 09.82 segundos y una 
distancia de 98.433 metros lineales hasta el 
punto 3 y del punto 3 en una dirección Noreste 

de 35 grados, veintidós minutos, 2.20 segundos y 
una distancia de 4.008 metros, hasta la 
intersección con una verja de alambre 

eslabonado y desde la intersección con la verja de 
alambre eslabonado, en una dirección Sureste de 

63 grados, 08 minutos, 2.2 segundos y una 
distancia de 2.386, con el Punto 2 que es una 
intersección de verjas y desde el Punto 2 con una 

dirección Sureste de 39 grados 31 minutos, 28.21 
segundos y una distancia de 25.396 metros hasta 

un tubo de verja de una verja existente y desde el 
tubo de verja de una verja existente con una 
dirección Sureste de 38 grados 38 minutos, 14.15 

segundos y una distancia de 9.526 metros hasta 
un tubo de la verja existente y desde el tubo de 
verja de una verja existente con una dirección 

Sureste de 37 grados 37 minutos, 58.01 
segundos y una distancia de 21.661 metros hasta 

un tubo de la verja existente y desde el tubo de 
verja de una verja existente con una dirección 
Sureste de 37 grados 36 minutos, 07.41 

segundos y una distancia de 40.710 metros hasta 
el punto uno (1).”  

 

33. El 25 de agosto de 2017, los demandados presentaron 
una “Moción de Reconsideración de la Orden”  

 
34. El 11 de septiembre de 2017, los demandantes 

presentaron una “Moción Informativa y en Oposición 

a Moción de Reconsideración”.  
 

35. El 13 de octubre de 2017, notificada y archivada en 
autos el 1 de diciembre de 2017, el TPI declaró No Ha 
Lugar la moción de “Reconsideración”.  

 
36. Llevada a cabo la vista por medio de videoconferencia, 

el 10 de noviembre de 2021, notificada y archivada en 

autos, el 22 de noviembre de 2021, el TPI dictó 
Resolución, ordenándole a los demandados a remover 

la verja que estaba ubicada en la propiedad de los 
demandantes.  

 

37. Los demandados presentaron Apelación al Tribunal de 
Apelaciones en el caso KLAN202101034, la cual se 

tornó en una “Petición de certiorari” y, el 17 de marzo 
de 2022, dictó Sentencia revocando la “Resolución y 
Orden” del TPI y dijo:  

 
“Según discutido, es evidente que, en situaciones 
donde se pretenda reivindicar la posesión que 

corresponde al dominio, como pretende la parte 
recurrida, la acción adecuada es la acción 

reivindicatoria. En el caso de marras no procede 
ordenar la remoción de la verja para poder 
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construir una nueva conforme a los linderos 
demarcados, pues mediante la acción de deslinde 

solo se buscaba establecer los linderos 
confundidos, el propósito de esta acción no es 

determinar quién es el dueño del predio de 
terreno en cuestión. El único propósito de la 
Sentencia por Estipulación que surgió de la 

acción de deslinde fue delimitar los predios del 
terreno, más no declarar derecho de propiedad 
alguno.”  

 
“Destacamos que, nuestra determinación no es 

óbice para que la parte recurrida presente ante el 
foro de primera instancia la correspondiente 
acción para retrotraer la franja de terreno que 

alega ser de su pertenencia. Pues, nuestro 
Máximo Foro ha enfatizado que las acciones de 

deslinde y de reivindicación pueden ser instadas 
sucesivamente.”  

 

38. El 10 mayo de 2022, los demandantes presentaron la 
presente causa de acción sobre reivindicación.  

 

39. La parte demandada presentó solicitud de sentencia 
sumaria aduciendo ser el dueño del predio de terreno 

en cuestión por usucapión extraordinaria.  
 

40. Luego de la presentación de la Oposición por la parte 

demandante, este Tribunal emitió Resolución 
declarando No Ha Lugar a la solicitud de sentencia 
sumaría al concluir que el término prescriptivo para la 

usucapión extraordinaria fue interrumpido.  
 

41. Luego de varios tramites y presentación de escritos 
incluyendo al Tribunal Apelativo, este el 29 de marzo 
de 2023 emitió Resolución denegando la expedición del 

auto de certiorari. 
 

Luego, tomando en consideración las determinaciones de 

hechos antes expuestas y el derecho aplicable, declaró Ha Lugar la 

Sentencia Sumaria que presentaron los apelados y en consecuencia 

desestimó la totalidad del caso con perjuicio. Particularmente, su 

determinación se basó en el siguiente fundamento:  

Cabe señalar que el presente caso se originó en el caso 

civil número DAC2010-0656 sobre deslinde cuando se 
alegó que la parte demandada estaba ocupando 

ilegalmente una porción del terreno. En dicho caso se 
acordaron los linderos mediante prueba pericial y a 
base de ello se llegó a un acuerdo transaccional. Luego 

de ello, la parte demandada, de manera obstinada, se 
negó a acatar su propio acuerdo impidiendo que la parte 

demandante pueda hacer uso de 274.4612 metros 
cuadrados que mediante el deslinde ya establecido, 
pactado y remedido por un tercer perito corresponde a 

la parte demandante. Conforme ordenado por el 
tribunal en aquel caso, se buscó y se contrató un tercer 
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perito quien, a su vez, determinó y concluyó que dichos 
metros cuadrados pertenecen a la parte demandante.  

 
Ante el hecho incontrovertido que los 274.4612 metros 

cuadrados pertenecen a la parte demandante, la parte 
demandada alegó que dicha franja de terreno le 
pertenece por usucapión extraordinaria, punto que 

también fue resuelto en su contra mediante resolución 
dictada el 16 de noviembre de 2023 y confirmada por el 
Tribunal Apelativo al negarse expedir el auto el 29 de 

marzo de 2023.  
 

Inconforme con este dictamen, el 11 de junio de 2024, los 

apelantes presentaron el recurso de epígrafe y formularon los 

siguientes señalamientos de error:  

Erró el TPI al dictar Sentencia Sumaria a favor de 
los apelados porque en el caso de autos se consumó 

la usucapión a favor de los coapelantes, Graciliano 
Rodríguez Colón y Sara Mercedes Roca y, por lo 
tanto, la usucapión era inatacable. Adm. Terrenos v. 

SLG Rivera Morales, 187 DPR 15 (2012).  
 

Erró el TPI al caracterizar la Sentencia por 
estipulación en el caso de deslinde- DAC2010-0656 
del TPI Bayamón, como un acuerdo de transacción 

cuando el Honorable Tribunal Supremo de Puerto 
Rico ha señalado que una Sentencia de deslinde 
tiene como único efecto el precisar las colindancias 

de determinados inmuebles por lo que no da ni quita 
derechos. Ramírez Quiñones v. Soto Padilla, 168 

DPR 142 (2006); Zalduono v. Méndez, 74 DPR 637 
(1953).  
 

Erró el TPI al dictar Sentencia Sumaria a favor de 
los apelados porque la verja de alambre de eslabón 

en la colindancia de las fincas #13638 y 13639 fue 
construida por el co-apelante Graciliano Rodríguez 
Colón siguiendo las demarcaciones y linderos 

establecidos por el ingeniero/agrimensor Luis 
Anzalota Hernández, en el plano de inscripción 
aprobado.  

 
Erró el TPI al dictar Sentencia Sumaria a favor de 

los apelados y hacer caso omiso a los hechos 
materiales adicionales de los apelantes que no 
estaban en controversia y que impidan se dictara 

Sentencia Sumaria. SLG Zapata-Rivera v. J.F. 
Montalvo, 189 DPR 414 (2013).  

 

Atendido el recurso, el 13 de junio de 2024, emitimos una 

Resolución concediéndole a la parte apelada hasta el 1 de julio de 

2024 para presentar su alegato en oposición. Oportunamente, la 

parte apelada presentó su Contestación al Alegato de los Apelantes 

y en este negó que el TPI cometiera los errores que los apelantes le 
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imputaron. Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes 

procedemos a resolver el asunto ante nos. Veamos. 

II. 

-A- 

La moción de sentencia sumaria es un mecanismo procesal 

que provee nuestro ordenamiento para propiciar la solución justa, 

rápida y económica de controversias en las cuales no es necesario 

celebrar un juicio. Meléndez González et al. v. M. Cuebas, 193 DPR 

100, 109 (2015). La sentencia sumaria “procede en aquellos casos 

en los que no existen controversias reales y sustanciales en cuanto 

a los hechos materiales, por lo que lo único que queda por parte del 

poder judicial es aplicar el Derecho”. Meléndez González et al. v. M. 

Cuebas, supra; SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 

430 (2013). El mecanismo de sentencia sumaria está regulado por 

la Regla 36 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V. En particular, la 

Regla 36.2 de Procedimiento Civil, supra, permite que cualquier 

parte presente una moción, basada en declaraciones juradas, o en 

aquella evidencia que demuestre la inexistencia de una controversia 

sustancial de hechos esenciales y pertinentes, para que el tribunal 

dicte sentencia sumariamente a su favor sobre la totalidad o 

cualquier parte de la reclamación.  

Al solicitar este remedio, “la parte promovente de la moción 

deberá establecer su derecho con claridad y demostrar que no existe 

controversia sustancial sobre algún hecho material, o sea, sobre 

ningún componente de la causa de acción”. Municipio de Añasco v. 

ASES et al., 188 DPR 307, 326 (2013). De igual forma, la Regla 

36.3(e) de Procedimiento Civil, supra, dispone que procede una 

adjudicación de forma sumaria si de las alegaciones, deposiciones, 

contestaciones a interrogatorios y admisiones ofrecidas, junto con 

las declaraciones juradas, si las hubiese, y alguna otra evidencia, 

surja que no existe controversia real y sustancial en cuanto a 
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ningún hecho esencial y pertinente y, además, si el derecho 

aplicable así lo justifica. SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, 

pág. 430. Según el Tribunal Supremo, “un hecho material es aquel 

que puede afectar el resultado de la reclamación de acuerdo con el 

derecho sustantivo aplicable”. Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 

200, 213 (2010). La Regla 36.1 de Procedimiento Civil, supra, se 

refiere a estos hechos como “esenciales y pertinentes”. Meléndez 

González et al. v. M. Cuebas, supra, pág. 110.  

Conforme a lo anterior, “la moción de sentencia sumaria 

adecuadamente presentada sólo puede negarse si la parte que se 

opone a ella presenta una oposición basada en hechos que puedan 

mover a un juez a resolver a su favor”. Ramos Pérez v. Univisión, 

supra, págs. 213-214, citando a P.E. Ortiz Álvarez, Hacia el uso 

óptimo de la sentencia sumaria, Año 3, Núm. 2, Rev. Forum, pág. 8 

(1987). Es decir, la controversia sobre el hecho material que alega la 

parte promovida tiene que ser real. Íd. Ello ya que una controversia 

no es siempre real o sustancial, o genuina. Íd. La controversia debe 

ser de una calidad suficiente como para que sea necesario que un 

juez la resuelva a través de un juicio plenario. Íd.  

La parte que se opone a que se dicte sentencia sumaria no 

puede descansar exclusivamente en sus alegaciones, ni tomar una 

actitud pasiva, sino que tiene que controvertir la prueba presentada 

por el solicitante, a fin de demostrar que sí existe controversia 

sustancial sobre los hechos esenciales y pertinentes del caso. Toro 

Avilés v. PR Telephone Co., 177 DPR 369, 383 (2009). Es decir, si se 

presenta una moción solicitando sentencia sumaria apoyada en 

documentos u otra evidencia, el promovido tiene que, a su vez, 

presentar prueba para sostener sus alegaciones y no puede 

descansar en lo que ellas digan para derrotar la sentencia sumaria. 

R. Hernández Colón, Práctica Jurídica de Puerto Rico, Derecho 

Procesal Civil, 6ta ed., Puerto Rico, Lexisnexis, 2017, pág. 315. De 
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ahí que, “al considerar una moción de sentencia sumaria, el foro 

primario tendrá como ciertos los hechos no controvertidos que 

consten en los documentos y las declaraciones juradas presentadas 

por la parte promovente” y si de esos documentos no controvertidos 

surge que no existe una legítima disputa de hecho a ser dirimida, 

que sólo resta aplicar el derecho y que no se ponen en peligro los 

intereses de las partes, se dictara sentencia sin necesidad de que se 

celebre una vista en los méritos. Díaz Rivera v. Srio. Hacienda, 168 

DPR 1, 27 (2006). Ahora bien, el Tribunal Supremo ha expresado 

que “[e]l hecho de no oponerse a la solicitud de sentencia sumaria 

no implica necesariamente que esta proceda si existe una 

controversia legítima sobre un hecho material”. Ramos Pérez v. 

Univisión, supra, pág. 215.  

En síntesis, no procede dictar sentencia sumaria cuando: (1) 

existen hechos materiales y esenciales en controversia; (2) hay 

alegaciones afirmativas en la demanda que no han sido refutadas; 

(3) surge de los propios documentos que se acompañan con la 

moción de sentencia sumaria una controversia real sobre algún 

hecho material y esencial; (4) como cuestión de derecho no procede. 

Pepsi-Cola v. Mun. Cidra et al., 186 DPR 713, 757 (2012); Ramos 

Pérez v. Univisión, supra, pág. 217. Además, no se debe adjudicar 

un caso sumariamente cuando existe controversia sobre elementos 

subjetivos, de intención, propósitos mentales o negligencia, o 

cuando el factor credibilidad es esencial y está en disputa. Íd. pág. 

219.  

Según Vera v. Dr. Bravo, 161 DPR 308, 334-335 (2004) este 

Foro Apelativo utilizará los mismos criterios que el Tribunal de 

Primera Instancia al determinar si procede una sentencia sumaria. 

Sin embargo, el Tribunal Supremo especifica que, al revisar la 

determinación de primera instancia sólo podemos considerar los 

documentos que se presentaron ante el TPI. Íd. Lo anterior, debido 
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a que “las partes no pueden añadir en apelación exhibits, 

deposiciones o affidávits que no fueron presentadas oportunamente 

en el foro de primera instancia, ni pueden esbozar teorías nuevas o 

esgrimir asuntos nuevos por primera vez ante el foro apelativo”. Íd. 

Además, sólo podemos determinar si existe o no alguna 

controversia genuina de hechos materiales y esenciales, y si el 

derecho se aplicó de forma correcta. Íd. Es decir, no podemos 

adjudicar los hechos materiales y esenciales en disputa, ya que esta 

tarea le corresponde al Tribunal de Primera Instancia. Íd.   

Por otro lado, en Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra, 

pág. 118, el Tribunal Supremo estableció que al revisar una 

determinación del foro primario en la que se concedió o denegó una 

moción de sentencia sumaria debemos: (1) examinar de novo el 

expediente; (2) revisar que la moción de sentencia sumaria y su 

oposición cumplan con los requisitos de forma codificados en la 

Regla 36 de Procedimiento Civil, supra, y con los discutidos en SLG 

Zapata-Rivera v. J. Montalvo, supra; (3) en el caso de una revisión de 

una sentencia dictada sumariamente, debemos revisar si en 

realidad existen hechos materiales en controversia, y de haberlos, 

exponer concretamente cuáles están en controversia y cuáles no; y 

(4) de encontrar que los hechos materiales no están en controversia, 

debemos revisar de novo si el Tribunal de Primera Instancia aplicó 

correctamente el derecho. Véase, además, Rivera Matos, et al. v. 

Triple-S et al., 204 DPR 1010, 1025 (2020). 

-B- 

 

Entre las acciones protectoras del dominio figuran la acción 

reivindicatoria y aquella de deslinde. Ramírez Quiñones v. Soto 

Padilla, 168 DPR 142, 157 (2006). La primera de estas, es decir, la 

acción reivindicatoria, trata de la acción mediante la cual el 

propietario que no posee reclama en contra el poseedor que frente a 

él no puede alegar derecho que justifique su posesión. Art. 820 del 
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Código Civil de 2020, 31 LPRA sec. 8101. Esta facultad para 

recuperar la propiedad surge del derecho que tiene un propietario 

de excluir a terceros para que no interfieran con el uso, disfrute o 

disposición del objeto de su derecho. J. Puig Brutau, Compendio de 

Derecho Civil, Vol. III, Ed. Bosch, Barcelona, 1989, pág. 44. El 

promovente de esta acción deberá identificar adecuadamente el 

objeto, probar que es suyo y demostrar que está indebidamente en 

posesión del demandado. Íd. 

Para que prospere una demanda en reivindicación se debe 

establecer: (1) el justo título de propiedad del demandante; (2) que 

la acción se dirija contra quien tenga la cosa en su poder; (3) la falta 

de título del poseedor no propietario que permita seguir en la 

posesión, y, por último; (4) que se identifique, de manera precisa y 

clara, la cosa que se reivindique. Art. 820 del Código Civil de 2020, 

supra. En vista de lo antes expuesto, el demandante viene obligado 

a probar su título y no puede descansar únicamente en los vicios 

que tenga el título del demandado. Ramírez Quiñones v. Soto Padilla, 

supra, pág. 157. Cumplido esto, corresponde al demandado señalar 

y probar su mejor título. Íd. Si el poseedor cuenta a su favor con 

cualquier título legítimo para seguir poseyendo la cosa, así se derive 

de un derecho real limitado o de cualquier otra circunstancia, la 

acción reivindicatoria pierde su sentido. Carlos Lasarte, Propiedad 

y Derechos Reales de Goce: Principios de Derecho Civil IV, Marcial 

Pons, Madrid, 2010, pág. 137. Finalmente, cabe precisar que, una 

sentencia reivindicatoria declara el derecho dominical del 

demandante y ordena que el demandado le entregue la posesión del 

objeto. Ramírez Quiñones v. Soto Padilla, supra, pág. 158.  

 Por su parte, la acción de deslinde tiene el propósito de 

determinar los límites materiales de una finca que están 

confundidos. Art. 829 del Código Civil de 2020, 31 LPRA sec. 8132. 

Esta acción tiene la finalidad de individualizar los inmuebles en 
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cuestión, sin determinar directamente quién es el dueño. Ramírez 

Quiñones v. Soto Padilla, supra, pág. 159. Por tanto, en el deslinde 

no se demanda una cosa cierta y determinada que como propietarios 

les pertenece, sino que, precisamente por la indeterminación de la 

propiedad debido a la confusión con la propiedad colindante, se 

reclama la fijación de señales que la delimiten. Zalduondo v. Méndez, 

74 DPR 637, 641–642 (1953). En otras palabras, en esta operación 

no se discute la validez ni la eficacia de los títulos, sino que solo se 

dirime su interpretación. Íd. Así pues, la sentencia que se dicta no 

da ni quita derechos. Zayas v. Autoridad de Tierras de P.R., 73 DPR 

897, 901 (1952).  

-C- 

 Nuestro ordenamiento jurídico, permite la adquisición de 

dominio de una propiedad y los demás derechos reales a través de 

la prescripción adquisitiva o usucapión. Arts. 549 y 1830 del Código 

Civil, 31 LPRA secs. ant. 1931 y 5241, respectivamente.10 

Particularmente, mediante la usucapión, una vez transcurra la 

totalidad del término fijado en nuestro ordenamiento jurídico, de 

inmediato se materializa o consolida el dominio en la persona, que, 

en unión a sus anteriores dueños, poseyó la propiedad durante ese 

periodo con los requisitos de ley. Adm. Terrenos v. S.L.G. Rivera 

Morales, 187 DPR 15, 26 (2012).  

 La prescripción adquisitiva tiene dos modalidades, a saber, la 

ordinaria y la extraordinaria. Íd. En la prescripción adquisitiva 

ordinaria, se requiere que la posesión mediante la concurrencia de 

buena fe y justo título junto al transcurso de un tiempo fijado por 

ley, a saber, diez (10) años. Art. 1857 del Código Civil, 31 LPRA sec. 

 
10 Para propósitos de la disposición de este recurso estaremos citando el derogado 

Código Civil de Puerto Rico de 1930, 31 LPRA sec. 1 et seq. ya que el Art. 1814 de 
la Ley Núm. 55-2020, según enmendada, conocida como Código Civil de Puerto 
Rico de 2020, 31 LPRA sec. 11719, establece que, “los términos prescriptivos, de 

caducidad o de usucapión que estén transcurriendo en el momento en que este 

Código entre en vigor, tienen la duración dispuesta en la legislación anterior…”.  
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ant. 5278.  El concepto buena fe consiste en la creencia del poseedor 

de que la persona de quien recibió la cosa era su dueña y que podía 

transmitir su dominio. Art. 1850 del Código Civil, 31 LPRA sec. ant. 

5271. Por su parte, el justo título se define como aquel que es 

legalmente suficiente para transferir el dominio o derecho real de 

cuya prescripción se trate. Art. 1852 del Código Civil, 31 LPRA sec. 

5273. 

 Ahora bien, en lo pertinente a la controversia ante nos, en la 

prescripción adquisitiva extraordinaria, no se requiere el elemento 

de buena fe ni de justo título, por lo que se le requiere al poseedor 

un término de treinta (30) años para adquirir la cosa o derecho.  Art. 

1859 del Código Civil, 31 LPRA sec. ant. 5280. Cabe precisar que, 

tanto en la usucapión ordinaria como en la extraordinaria se 

requiere que exista una posesión ininterrumpida, pública, pacífica 

y en concepto de dueño por el término fijado en la ley. Arts. 1840 y 

1841 del Código Civil, 31 LPRA secs. 5261 y 5262, respectivamente.  

 El Tribunal Supremo de Puerto Rico en el caso Adm. Terrenos v. 

S.L.G. Rivera Morales, supra págs. 28-29, estableció lo siguiente 

sobre la prescripción extraordinaria:  

 [p]ara que se produzca la prescripción 
extraordinaria que establece el Art. 1859 del Código 

Civil de Puerto Rico [supra], deben exigir nuestros 
tribunales de justicia la prueba de los siguientes 
hechos: (1) una posesión continuada durante treinta 

años sobre el inmueble; (2) por haberla así tolerado el 
dueño del inmueble; (3) ya que el prescribiente ha 

entrado en posesión del inmueble sin autorización, 
permiso o licencia otorgados por el dueño o en virtud de 
contrato celebrado con el dueño; (4) cuya posesión ha 

mantenido el poseedor en concepto público de dueño, 
de acuerdo con la creencia colectiva de la comunidad en 
que vive, no en virtud de la creencia propia que pueda 

tener el poseedor de ser el dueño del inmueble poseído 
y (5) cuya posesión resulte además pública, pacífica y 

(6) sin que se haya interrumpido naturalmente, o sea, 
por abandono de la cosa por el poseedor, por más de un 
año, o civilmente, en virtud de diligencia judicial o 

notarial, o por un reconocimiento expreso o tácito del 
derecho del dueño hecho por el poseedor, antes de 
haber transcurrido los treinta años durante los cuales 

se consuma la prescripción, y (7) sin que el poseedor 
haya renunciado expresa o tácitamente a su título 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=L&pubNum=1015876&cite=PRSSTT31S5273&originatingDoc=Ica3211d6250511e38910df21cb42a557&refType=LQ&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&ppcid=2ee7b6aac98a4b029390b70fcafd6cea&contextData=(sc.Search)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=L&pubNum=1015876&cite=PRSSTT31S5273&originatingDoc=Ica3211d6250511e38910df21cb42a557&refType=LQ&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&ppcid=2ee7b6aac98a4b029390b70fcafd6cea&contextData=(sc.Search)
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por prescripción por alguna causa que resulte eficaz en 
derecho para tal renuncia, después de consumada la 

prescripción extraordinaria.  
 

III. 

  En su primer señalamiento de error, los apelantes 

argumentaron que el TPI erró al dictar Sentencia Sumaria. 

Particularmente, insistieron que en el presente caso se había 

consumado la usucapión a favor del señor Rodríguez y la señora 

Rivera por lo que no procedía adjudicarle los 274.4612 metros 

cuadrados a la parte apelada. Por otro lado, en su segundo 

señalamiento de error, sostuvieron que el TPI erró al caracterizar la 

Sentencia por Estipulación que se dictó en el Caso Civil Núm. 

DAC2010-0656 como un acuerdo de transacción para adjudicarle 

los 274.4612 metros cuadrados a la parte apelada. Expresaron que 

la Sentencia por Estipulación únicamente tenía el efecto de precisar 

las colindancias de determinados inmuebles por lo que no daba ni 

quitaba derechos.  

Por otra parte, en el tercer señalamiento de error, plantearon 

que el TPI incidió al dictar Sentencia Sumaria debido a que la verja 

de alambre de eslabón en la colindancia de las fincas núm. 13638 y 

13639 fue construida por el señor Rodríguez siguiendo las 

demarcaciones y linderos establecidos por un ingeniero/agrimensor 

en el plano de inscripción aprobado. Por último, en su cuarto 

señalamiento de error indicaron que el TPI erró al dictar Sentencia 

Sumaria y hacer caso omiso a los hechos materiales adicionales que 

no estaban en controversia y que impedían que se dictara Sentencia 

Sumaria.  

Según el precitado derecho, al momento de revisar la 

concesión de una solicitud de sentencia sumaria, nos encontramos 

en la misma posición que el TPI. Así pues, en primer lugar, debemos 

evaluar si al presentar la solicitud de sentencia sumaria y su 

oposición las partes cumplieron con los requisitos de forma 
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establecidos en la Regla 36.3 de Procedimiento Civil, supra, y con 

los dispuesto en SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra. Al 

evaluar los escritos presentados por las partes resolvemos que, en 

esencia, ambas cumplieron con los referidos requisitos.  Resuelto lo 

anterior, nos corresponde evaluar si existen hechos materiales en 

controversia que impidan que se dicte Sentencia Sumaria. 

 En el dictamen recurrido, el TPI dictó sentencia sumaria 

adjudicándole la franja de terreno de 274.4612 metros cuadrados 

objeto de esta controversia a la parte apelada. Además, resolvió que 

no atendería la alegación por la parte apelante en cuanto a que se 

había consumido la usucapión extraordinaria a su favor ya que 

dicho asunto había sido atendido mediante una Resolución que se 

dictó el 16 de noviembre de 2022. Puntualizó que ello fue confirmado 

por el Tribunal de Apelaciones el 29 de marzo de 2023 mediante una 

Resolución en la cual este foro denegó el auto de certiorari que 

presentaron los apelantes. Colegimos que la apreciación de la 

aludida denegatoria es errada. 

Es doctrina reiterada que “[l]os derechos y obligaciones 

adjudicadas en el ámbito judicial, mediante dictamen firme, 

constituyen la ley del caso”. In re Tormos Blandino, 135 DPR 573, 

578 (1994).  Sin embargo, el Tribunal Supremo ha reiterado que “la 

denegatoria de un tribunal apelativo a expedir un recurso 

de certiorari no implica que el dictamen revisado esté libre de 

errores o que constituya una adjudicación en los 

méritos”.  (Énfasis suplido) Cacho Pérez v. Hatton Gotay y otros, 195 

DPR 1, 12 (2016).  En estos casos, “la parte afectada por la 

denegatoria a expedir el auto de certiorari podrá revisar esta 

determinación cuando el Tribunal de Primera Instancia dicte 

sentencia final y ésta resulta adversa para la parte […]”. Torres 

Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 98 (2008). 
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En virtud de lo anterior cabe precisar que, en el caso de autos, 

la parte apelante presentó una Moción de Sentencia Sumaria el 24 

de junio de 2022 en la cual argumentó que era un hecho 

incontrovertido que habían usucapido la franja de terreno que la 

parte apelada pretende reivindicar. Evaluado este planteamiento, el 

16 de noviembre de 2022, el TPI dictó una Resolución en la cual 

indicó que bajo ningún escenario la parte apelante del presente caso 

podía reclamar la usucapión extraordinaria ya que no había 

transcurrido el término prescriptivo que dispone la ley. Así pues, 

denegó la solicitud de sentencia sumaria bajo dicho precepto legal. 

Inconforme con este dictamen, la parte apelante acudió ante el TA 

mediante un recurso de certiorari impugnando la determinación del 

TPI antes expuesta. Atendido el recurso, el 28 de marzo de 2023, un 

panel hermano dictó una Resolución denegando el recurso de 

certiorari. Por lo tanto, tal dictamen no constituyó la ley del caso ya 

que como expusimos anteriormente, la denegatoria de un tribunal 

apelativo a expedir un recurso de certiorari no implica que el 

dictamen revisado esté libre de errores o que constituya una 

adjudicación en los méritos.  

Así pues, la parte apelante estaba facultada para impugnar la 

determinación sobre la usucapión del terreno en controversia en su 

recurso apelativo ante nos. Entiéndase, al tratarse de una 

determinación interlocutoria que es revisable junto a todas las 

controversias adjudicadas por el TPI en su Sentencia Sumaria.   

Dicho esto, luego de un estudio detenido del expediente y las 

determinaciones de hechos que realizó el TPI, consideramos que no 

obra prueba suficiente en el expediente para determinar si en efecto 

se consumó la usucapión extraordinaria en el presente caso. Por lo 

tanto, este hecho aún está en controversia. En consecuencia, se 

requiere una evaluación por parte del TPI en una vista evidenciaria 

para determinar si se cumplieron con los requisitos establecidos en 
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nuestro ordenamiento jurídico para que se diera la usucapión 

extraordinaria. Ello es esencial para poder determinar quién es el 

dueño de la franja de terreno objeto de esta controversia.  

Ahora bien, ante la importancia de la titularidad de la franja 

de terreno para la disposición del resto de las controversias 

planteadas por los apelantes, nos vemos impedidos de atender el 

resto de los señalamientos de error. Dicho esto, ordenamos la 

continuación de los procedimientos conforme a lo aquí resuelto.  

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, revocamos el dictamen 

recurrido.  

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


